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OBJETIVO 

 

Efectuar un acercamiento a la función de control fiscal de la Contraloría General 

de la República, cuestionando su capacidad para reducir la corrupción en las entidades 

públicas colombianas. 
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JUSTIFICACIÓN 

 

El buen uso de los recursos públicos de forma efectiva, eficiente y eficaz, es 

un tema que afecta a todos los ciudadanos que habitan en el territorio nacional, que 

pagan impuestos y requieren que estos retornen en bienes y servicios que ayuden al 

bienestar de la población desde entidades públicas, así mismo, se espera que la 

Contraloría General de la Republica, entidad encargada del control a la gestión fiscal 

de las entidades públicas actué de forma eficiente y respalde la transparencia en el 

actuar de las empresas sujetas a control fiscal.  
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RESUMEN 

 

La Constitución Política de Colombia otorga la función de control fiscal a la 

Contraloría General de la República, como la única entidad encargada de la vigilancia y 

el control fiscal de las empresas públicas, realiza control posterior y selectivo, sobre su 

labor que aunque ha mejorado su accionar, lo cual se evidencia en el aumento de los 

procesos de responsabilidad fiscal, aún no es suficiente para frenar la corrupción que 

aqueja a las entidades públicas en Colombia, impactando negativamente en la 

credibilidad, imagen y legitimidad del estado. 

 

En los últimos tiempos, se ha presentado aumento de los casos de corrupción 

identificados, pero se requiere de una acción conjunta y coordinada con entidades 

encargadas de la lucha contra la corrupción, los controles internos de las entidades, la 

auditoría y las veedurías ciudadanas, para que a partir de una adecuada articulación 

puedan hacer seguimiento en las diferentes etapas de ejecución de los recursos 

públicos, mejorando el impacto de las acciones emprendidas contra los corruptos, para 

evitar el detrimento patrimonial que afecta el interés común por la falta de recursos para 

garantizar la prestación de bienes y servicios a la comunidad. 

 

Palabras claves: Control Fiscal, recursos públicos, entidades públicas, corrupción, 

interés común. 

 

ABSTRACT 

 

The constitution of Colombia granted the role of tax to the Contraloria General 

de la República, as the only entity responsible for the supervision and fiscal control of 

public enterprises control performed later and selective control over its work but has 

improved action which is evident in the increased fiscal responsibility processes, it is 

still not enough to curb corruption that afflicts public entities in Colombia, impacting 

negatively on the credibility and legitimacy of the state image. 
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It has presented increased cases of corruption identified, but requires a joint 

and coordinated action with bodies responsible for the fight against corruption, internal 

controls of the entities, auditing and citizen oversight for from adequate joint can track 

the different stages of implementation of public resources, improving the impact of 

actions taken against corrupt, patrimonial detriment to avoid affecting the common 

interest by the lack of resources to ensure the provision of goods and services 

 

Key words: Fiscal Control, public funds, public institutions, corruption, common 

interest. 
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INTRODUCCION 

 

Las entidades públicas son empresas del estado, tienen características 

especiales por su misionalidad de prestación de servicios para suplir las necesidades 

básicas de la comunidad,  realizar esa labor de prestación de servicios a gran escala, 

requiere de recursos económicos que se asignan en el presupuesto nacional cada 

año, estos son recaudados por las entidades del estado de fuentes como los 

impuestos y se reúnen en el tesoro nacional, posteriormente en el presupuesto 

nacional se destina una cantidad de dinero a cada una de las entidades públicas, para 

su funcionamiento. 

 

A mayor cantidad de dinero administrado por una entidad, también aumenta el 

riesgo de corrupción en lo fiscal, por ese motivo los sistemas de control fiscal se deben 

evaluar para lograr establecer la eficiencia, eficacia y efectividad en su aplicación y 

resultados, en relación al marco normativo que desarrolla cada entidad de acuerdo a 

su misionalidad, a partir de procesos y procedimientos en todos los departamentos y 

áreas, que permiten direccionar la administración de forma acertada para que fluya el 

uso de los recursos de forma apropiada.  

 

Las entidades públicas colombianas no tienen como propósito fundamental 

generar rentabilidad monetaria con la prestación de servicios que son destinados a 

satisfacer las necesidades básicas de los ciudadanos, pero para su sostenibilidad 

requiere recursos que permitan mantener en operación a las entidades encargadas 
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de prestar dichos servicios, evidenciando la necesidad de administrar 

adecuadamente los recursos disponibles que siempre son escasos. Con el fin de 

garantizar el mejor uso de los recursos se requiere una gestión fiscal óptima para 

ofrecer mayores beneficios a la ciudadanía.  

 

En este contexto, el presente documento efectúa un breve estudio del control 

fiscal, formulando algunas apreciaciones sobre la efectividad de las labores realizadas 

por las entidades que lo ejercen. 
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EL CONTROL FISCAL COLOMBIANO Y LA REDUCCIÓN DE LA CORRUPCIÓN EN 

LAS ENTIDADES PÚBLICAS. 

 

La Constitución Política de Colombia creó la Contraloría General de la 

República, como la entidad encargada del control fiscal, logrando la reducción de la 

corrupción en las entidades públicas y fortaleciendo la gestión fiscal y la 

administración de bienes del estado, sus actuaciones han mejorado la gestión y el 

manejo de los recursos desde la administración en cada una de las entidades que 

audita. 

 

El control fiscal es fundamental en la estructura organizacional del estado, porque 

se controlan los recursos existentes para que las entidades los utilicen de manera óptima, 

alcanzando los objetivos propuestos en los diferentes planes institucionales o de 

desarrollo, para garantizar una mejor prestación de servicio a los ciudadanos mejorando 

su calidad de vida. 

 

La vigilancia de la gestión fiscal del Estado, incluye el ejercicio de un control 

financiero, de gestión y de resultados, fundado en la eficiencia, economía, equidad y 

valoración de los costos ambientales. En los casos excepcionales, previstos por la 

ley, la Contraloría podrá ejercer control posterior sobre cuentas de cualquier entidad 

territorial (Constitución Política de Colombia, 1991, p.94). 

 

El control fiscal en Colombia está enmarcado en la Constitución Política de 

Colombia, Artículo 2 - Fines esenciales del estado, este es una herramienta de 

vigilancia para asegurar que sea suficiente el flujo de recursos originados en el 

Presupuesto Nacional y a su vez, asegurar una buena administración para que las 

entidades del estado y también del sector privado puedan tener más seguridad en la 

economía del estado. 

 



10 

 

El Estado para cumplir con los fines esenciales, relacionados en el artículo 

segundo de la constitución política de Colombia,  creó una estructura de entidades 

públicas con diferentes funciones y responsabilidades para trabajar coordinadamente 

y alcanzar el objetivo de satisfacer las necesidades básicas de los ciudadanos de  

Colombia y de toda persona que se encuentre dentro del territorio nacional. 

 

La Contraloría General de la República cuando todavía Colombia era un país 

en formación, fue concebida con el objetivo de reorganizar las finanzas públicas en 

1923 como resultado de la recomendación hecha por la misión Kemmerer, para tomar 

las riendas en la parte fiscal de Colombia en lo relacionado con el manejo que se 

hacía de los recursos públicos, entonces se estableció como un Departamento 

Administrativo, pero a lo largo de la historia ha ido evolucionando hasta llegar a la 

entidad técnica que es hoy con autonomía presupuestal y administrativa. 

 

La Contraloría General de la República (CGR) se encuentra enmarcada 

normativamente en la Constitución Política de Colombia de 1991, la Ley 42 de 1993 

y el Decreto 267 de 2000, siendo el único ente encargado de la vigilancia de la gestión 

fiscal y el control del resultado de la administración pública. Todo particular o entidad 

que maneje fondos o bienes de la nación es objeto de control fiscal por parte de la 

contraloría, este control se ejerce de forma posterior y selectiva, de acuerdo a lo 

establecido por la ley. Así la vigilancia de la gestión fiscal evalúa la eficiencia del uso 

de los recursos por parte de la administración en las entidades públicas y el control 

de los resultados se puede medir cuantitativamente para observar las fortalezas y 

debilidades en la administración del presupuesto asignado. 

 

De acuerdo con el contenido del artículo 119 de la Constitución Política 

Nacional de Colombia (1991): “La Contraloría General de la República tiene a su 

cargo la vigilancia de la gestión fiscal y el control de resultado de la administración.” 

 

Posteriormente en el Artículo 267, encontramos las funciones de la contraloría: 

“El control fiscal es una función pública que ejercerá la Contraloría General de la 
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República, la cual vigila la gestión fiscal de la administración y de los particulares o 

entidades que manejen fondos o bienes de la Nación. Dicho control se ejercerá en 

forma posterior y selectiva conforme a los procedimientos, sistemas y principios que 

establezca la ley. Esta podrá, sin embargo, autorizar que, en casos especiales, la 

vigilancia se realice por empresas privadas colombianas escogidas por concurso 

público de méritos, y contratadas previo concepto del Consejo de Estado.”  

 

De acuerdo con lo contenido en la Constitución Política de Colombia, veamos las 

funciones de la Contraloría General de la República, que buscan delimitar su ámbito 

de competencia en el control fiscal: 

 

1. La Contraloría hace control, vigilancia fiscal y audita con regularidad, a los entes 

objeto de control fiscal para determinar la idoneidad de estos en el cumplimiento 

de las funciones que la Constitución o el Estado les ha atribuido. El resultado de 

estas auditorías evidencia la necesidad de aplicar correctivos o de accionar 

procesos legales. 

2. La CGR debe velar por el buen manejo del patrimonio y las finanzas públicas, 

advirtiendo sobre los riesgos que se puedan presentar, registrando la deuda y 

llegando a sanciones fiscales con el fin de recuperar recursos del erario. También 

audita el balance de la Nación y el reporte de estado de los recursos públicos. 

3. El Artículo 119 de la Constitución Política de Colombia, define que la Contraloría 

General de la República tiene a su cargo la vigilancia de la gestión y el control 

fiscal de resultado de la administración y también debe cumplir las funciones 

establecidas en el decreto 267 de 2000. Posteriormente y de manera selectiva en 

orden con los procedimientos, sistemas y principios establecidos por la ley, esta 

vigilancia podrá hacerse inclusive a través de empresas privadas, escogidas en 

concurso público de méritos y que hayan sido contratadas previo concepto del 

Consejo de Estado. 

4. La Contraloría además hace control excepcional, concurrente y prevalente. 

http://es.wikipedia.org/wiki/Constituci%C3%B3n_de_Colombia_de_1991
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5. Con base en la Constitución y la ley que faculta a los organismos de control 

fiscal para vincular a la comunidad a su gestión, la Contraloría General de la 

República ha implementado una nueva concepción del control ciudadano a lo 

público, en el cual el ciudadano es actor y partícipe directo en la vigilancia de 

los recursos públicos y de la gestión pública.  (Wikipedia, 2015) 

 

Orientando los esfuerzos para cumplir con las funciones mencionadas 

anteriormente, la Contraloría busca obtener información oportuna que le permita estar 

más cerca a la realidad de las entidades, para lo cual ha implementado el uso de 

sistemas informáticos de control para todas las entidades públicas que tienen la 

facultad de realizar contratación pública, el Sistema de Información de Rendición 

Electrónica de Cuenta e Informes SIRECI, el cual es alimentado en las oficinas de 

contratos, allí se puede establecer qué tipo de contratación se ha realizado, cuando 

se realizó, la cuantía y con quien se contrató. 

 

Esta información es de apoyo para verificar la ejecución del presupuesto y es 

un indicador con el que se mide la gestión administrativa, ya que puede ser 

comparada con la registrada en la página denominada “Contratación Estatal Colombia 

Compra Eficiente”, que fue un gran avance en cuanto a orientar la normatividad y 

procedimientos para quienes se encuentran inmersos en los procesos contractuales, 

igualmente es un medio de verificación en las respectivas auditorias de la Contraloría. 

  

Pero el potencial del programa SIRECI es reducido en su uso, ya que solo es para 

un seguimiento simple, porque la Contraloría en sus funciones constitucionales no 

puede entrar a auditar o hacer seguimiento a un contrato en ejecución y esto la hace 

parecer débil en la lucha contra la corrupción, por eso se puede pensar que Colombia 

necesita una entidad o grupo que pueda auditar en cualquier instancia de la ejecución 

presupuestal, para verificar los procesos contractuales de mayores cuantías, con el 

propósito de reducir el actuar de los corruptos. 
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Otro punto importante, es manejar la información necesaria para realizar los 

estudios que son el producto de la contraloría, se requiere contar con un grupo de 

profesionales en el área administrativa y el conocimiento de los sistemas informáticos 

que usan las entidades para verificar la trazabilidad de la información cuando ya se 

ejecutó el presupuesto del ciclo anual. Lo que significa, que el estado colombiano 

presume la buena fe al dejar que los recursos públicos sean administrados por los 

responsables de cada entidad, con el propósito de lograr los objetivos y cumplir con 

las políticas institucionales, probidad y confianza, palabras claves en la buena gestión 

fiscal y administrativa. 

 

Ser un buen funcionario público es realizar sus labores dentro del marco 

normativo, legislativo y empresarial, aportando al cumplimiento de los objetivos 

institucionales, para lo cual se requiere tener un perfil profesional acorde al cargo 

endilgado, la confianza se mide en especial por la experiencia y las recomendaciones 

de otras empresas en las que laboró con anterioridad. En Colombia infortunadamente 

tenemos la dificultad de venir de una tradición de Estado botín, donde cada cual 

aprovecha su cuarto de hora para obtener los mayores beneficios posibles, esto ha 

generalizado el imaginario de la corrupción en el servicio público en detrimento de la 

esencia del servicio público, prima el interés particular sobre el general.  

  

Al observar que en las entidades públicas la confianza y la buena fe son 

trasgredidos, es necesario cuantificar las afectaciones que se presentan, así que 

veamos los resultados que emite la Contraloría en la lucha contra la corrupción, a 

continuación, se presenta el comparativo en el que se muestran los procesos de 

responsabilidad fiscal, periodo enero de 2006 hasta agosto de 2010 frente al periodo 

septiembre de 2010 a mayo de 2014. 

 

Iniciamos con el cuadro de procesos con fallo de responsabilidad fiscal archivados 

por pago general, comparado con el periodo anterior. 
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Cuadro No. 1 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

En el cuadro No. 1, encontramos un alto índice de procesos de responsabilidad 

fiscal en diferentes etapas, comparado con el periodo anterior, podemos visualizar dos 

escenarios: el primero es que la corrupción aumento en el segundo periodo en lugar de 

disminuir o mantenerse estable y el segundo escenario es que los esfuerzos de la 

Contraloría fueron más efectivos logrando incrementar sus resultados de imputar 

responsabilidad fiscal, gracias a los nuevos sistemas informáticos y la normatividad 

reciente que reduce la oportunidad de ocultar posibles manipulaciones negativas en los 

procesos contractuales. 

 

 

En el cuadro No. 2, se encontrarán los “procesos con fallo de responsabilidad 

fiscal y archivados por pago general”, en primera y segunda instancia. 
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Cuadro No. 2 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Se observa, que en primera instancia se falla un 26.9% de los procesos con 

responsabilidad fiscal, el contraste en este cuadro, es que en la mayoría de los procesos 

para obtener un fallo se van hasta la segunda instancia, representado en un 73.1%, lo 

que significa que se incrementa el gasto en tiempo y en recursos del estado, 

especialmente judiciales, que se utilizan para las respectivas investigaciones y 

decisiones, aquí se nota como protagonista la actuación de la rama judicial que debe 

trabajar de la mano con la Contraloría para adelantar y llevar a término estos procesos.  

 

El restablecimiento del dinero al erario público, fue menor en la primera instancia 

en porcentaje, comparado con la cantidad total de procesos con un 8.3%, en segunda 

instancia 91.6%, lo cual indica que la celeridad de los procesos judiciales es importante 

para el restablecimiento de los recursos, además se puede inferir, que los procesos en 

los que se involucran mayores cuantías, requieren de más tiempo y generalmente van 

más allá de la primera instancia.  
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En el siguiente cuadro se puede ver los procesos de responsabilidad fiscal que se 

encuentran en curso: 

 

Cuadro No. 3 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Se puede observar que los procesos que se encuentran en curso tienen una 

diferencia importante con las cifras contenidas en el cuadro denominado “procesos con 

fallo en primera y segunda instancia”, la diferencia en la cantidad de procesos es de 

3.333 representado en un aumento del 363%, y en cuantía la diferencia es de 

$11.616.986 millones de pesos, equivalente a un aumento del 568%, representando 

mejor gestión de la contraloría frente a prácticas recurrentes en las entidades públicas 

que son visibilizadas y en su lucha contra el aumento de la corrupción que sobrepasa 

ampliamente los esfuerzos de la contraloría y las entidades judiciales por restaurar los 

recursos del erario público. 

 

Como resultado preliminar, de acuerdo al análisis comparativo de los resultados 

de los informes de Responsabilidad Fiscal de la Contraloría en las entidades públicas, 
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se puede manifestar con base en las observaciones realizadas, que las investigaciones 

por responsabilidad fiscal han aumentado, situación que evidencia el incremento de la 

corrupción y la fuerza que tiene en las entidades públicas. 

 

Otra observación que se puede hacer de acuerdo con este estudio, es que la 

cantidad de dinero que se encuentra atorado en los diferentes procesos de 

responsabilidad fiscal (que se espera regresen al tesoro nacional), retrasa la ejecución 

de muchos proyectos para el beneficio de la población y como consecuencia afectan el 

bienestar general de la comunidad, porque limitan la consecución de los objetivos 

previstos en los planes de desarrollo.  

 

Cabe anotar que el segundo periodo relacionado en los cuadros expuestos 

anteriormente, corresponde a la administración de la Contraloría de la Señora Sandra 

Morelli, que dejo su cargo de una forma apresurada y huyo del país por presuntas 

irregularidades en contratos que realizo durante su mandato como directora de la 

entidad, ¿Cómo podemos luchar contra la corrupción si la misma entidad que debe dar 

ejemplo y estar al frente de esa batalla es presa de este mal?  

 

La Contraloría muestra los resultados de su trabajo mediante informes que 

publica periódicamente, de acuerdo al campo de acción en el que se enmarque su 

función, estos informes se  apoyan en la información obtenida en las auditorias que 

parten planes de trabajo trazados, de acuerdo a la destinación específica del 

presupuesto asignado a cada entidad, por lo general los auditores centran su interés 

concentrándose en los procesos contractuales a los que les fueron asignados mayor 

cantidad de presupuesto para revisar a fondo su correcta ejecución en todas las 

etapas. 

 

Por otra parte las auditorias son un medio de control importante en todas las 

entidades públicas, porque son el insumo para poder realizar un diagnóstico 

adecuado que permita identificar los factores que fortalecen y los que afectan la 

administración pública, con esto tenemos datos que nos acercan a la información real 
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para tomar decisiones específicas y especializadas en lo que se refiere al manejo 

fiscal.  

 

La auditoría que se realiza de forma selectiva por parte de la Contraloría se 

aplica tiempo después del proceso administrativo, no tiene fase preventiva ni 

disuasiva, es solo reactiva, castiga la corrupción de las entidades públicas cuando se 

materializo, encontrando la evidencia hasta un año después de haber sido cometido 

el delito, lo que significa que es realmente insuficiente para frenar la corrupción porque 

no posee la competencia para monitorear el correcto uso de los recursos públicos 

distribuidos.  

 

Lo tardío es perjudicial y la política de eficiencia en las entidades públicas 

requiere rapidez y celeridad en la contratación, que es el procedimiento más auditado, 

porque de acuerdo a su modalidad tiene tiempos determinados y en algunos casos 

se puede retrasar porque quedan desiertos los procesos contractuales, por otra parte, 

se le exige a los responsables del proceso, realizar la contratación ajustándose con 

la política de gobierno de economía y austeridad en el gasto, lo que da como resultado 

que estos procesos en la mayoría de los casos se defina a favor del contratista que 

oferte menor precio para el bien o servicio a contratar, esto puede que tenga 

afectación en la calidad de los bienes o servicios recibidos, inclusive, en algunos 

casos en donde se reduce demasiado el valor de la contratación se ha presentado 

detrimento patrimonial porque los productos son de calidad inferior al que se requiere 

para suplir la necesidad, convirtiéndose esta permisividad en  corrupción. 

 

Para efectos del presente documento, la corrupción está referida a la 

inapropiada gestión fiscal generada por hacer mal uso de los fondos y propiedades 

del estado con la intención de apropiárselos o realizar intencionalmente cualquiera de 

los delitos que afectan la administración pública, conductas que no se han podido 

suprimir a pesar de los esfuerzos y recursos destinados para aumentar la 

transparencia en las entidades del estado, convirtiéndose en una costumbre donde 

se busca sacar provecho apropiándose de lo que es de todos.  
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Así, la corrupción representa un riesgo importante que afecta las entidades 

públicas y el control fiscal es un mecanismo que contribuye a la vigilancia de los 

bienes públicos, en Colombia la gestión fiscal no es ajena a este flagelo.   

 

En lo referente a las diferentes prácticas y mecanismos de corrupción que se 

emplean en las entidades públicas, se observa que en su mayoría los involucrados 

son empleados que tratan de obtener beneficios para sí mismos y de esta forma 

egoísta desvían los recursos para apropiárselos, generando resultados negativos 

para quienes se benefician del buen uso de los recursos con destinaciones 

específicas, al interior de una entidad pública el corrupto propicia que la afectación 

sea para la comunidad, lo que se convierte en un agravante al momento de la 

tipificación del delito, la corrupción afecta no solo a las entidades públicas también a 

quienes dejan de acceder a bienes y servicios por destinaciones inapropiadas o falta 

de recursos. 

 

Algunos de los motivos que pueden generar corrupción de detallan a continuación:  

 

 Cultura débil en valores, que lleva a tener administradores y empleados sin 

ética que no perciben sus conductas como negativas.  

 Permisividad por parte de las personas que la observan y no denuncian. 

 Codicia de quienes impulsan una cultura negativa que intenta absorber los 

recursos destinados a satisfacer las necesidades de la comunidad, para ir a 

las arcas de unos pocos.  

 Sistema judicial débil que establece sanciones y penas cortas además de 

beneficios grandes para los delincuentes de cuello blanco.  

 

En este escenario, entendiendo que la gestión adecuada de los recursos 

públicos involucra a todos, se presenta como un acierto importante la obligatoriedad 

de la implementación de los sistemas de gestión de calidad en las entidades públicas, 
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que apoyado en nuevas tecnologías permite optimizar los controles y la identificación 

de buenas prácticas, para limitar el accionar de los corruptos.  

 

La corrupción es estimulada por la ambición de quienes integran el sistema y 

se adapta rápidamente de acuerdo a su capacidad de interacción con el proceso, 

violando los marcos normativos que buscan la transparencia y la buena gestión de 

los recursos públicos asignados y si no se frena a tiempo al corrupto, continuará 

realizando delitos sucesivos usando el mismo sistema que le ha funcionado. 

 

La corrupción puede ser interna, generada por uno de los encargados de los 

procedimientos o procesos de la empresa, puede cometer cualquiera de los delitos 

enmarcados en el Código Penal, dentro de los delitos contra la administración pública, 

en los que se afectan los actos administrativos de diferentes formas, siempre con la 

finalidad de apropiarse de los recursos públicos para sí o para favorecer a un tercero. 

 

También puede ser externa, en la que un contratista comete delitos contra la 

administración pública incumpliendo con lo establecido en el contrato, pretendiendo 

apropiarse de los recursos para sí mismo, estos casos se han presentado 

frecuentemente en la última década en los que se ven afectados los contratos de 

proyectos importantes para las ciudades y departamentos, que se estiman con 

presupuesto para varios años de ejecución del contrato. 

 

Hay otro caso en el que se crea complicidad y concierto para delinquir cuando 

se asocian varias personas en la parte interna y externa para direccionar el proceso 

contractual y apropiárselo, hay que tener en cuenta que si se obtiene un contrato de 

prestación de servicios o de suministro de bienes en el que se pueda obtener buena 

ganancia, el contratista se fortalecerá financieramente, además ganara experiencia 

en contratación pública, esto es posible porque el presupuesto nacional se destina de 

forma anual y es una información de carácter público a la que cualquier persona 

puede tener acceso. 
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El dinero que se destina a la apropiación presupuestal de las entidades 

públicas se recolecta durante el año anterior para tener una reserva disponible y son 

recursos seguros para realizar las respectivas contrataciones, con este dinero 

amarrado no es extraño que gente codiciosa este muy interesada en tener acceso a 

estos procesos contractuales y tratar de sacarles la mayor ganancia, muchas veces 

hasta el punto de corromper el contrato y las normas vigentes.  

 

En lo que se refiere a los delitos que afectan la gestión fiscal en las empresas 

públicas, se encuentran tipificados en la Ley 599 del 2000 Código Penal, en el título 

XV - DELITO CONTRA LA ADMINISTRACION PUBLICA, desde el artículo 397 hasta 

el 434 se busca que sean penalizados quienes violan o corrompen la normatividad 

vigente en el periodo que se realizan los procesos administrativos, estos delitos se 

han actualizado con el tiempo y ha sido necesario tipificar otros nuevos que se han 

identificado con pruebas de los actos cometidos por integrantes de la administración 

pública. Los delitos se pueden ejecutar en los diferentes cargos de una entidad 

pública, pero deben ser denunciados para que sea objeto de responsabilidad fiscal 

quien comete el delito. 

 

Así, la denuncia ante la autoridad competente es una condición para iniciar un 

proceso de responsabilidad y esta empieza a existir cuando se da aviso de una 

anomalía que se presente en el uso de los fondos o bienes del estado, puede 

realizarla cualquier persona o entidad comprometida con el seguimiento y verificación 

de la transparencia de la gestión fiscal en las entidades públicas. 

 

Tenemos un componente inicial que encontramos en las personas y es el 

conocimiento sumado al valor moral para establecer que algo está mal sin tener temor 

del corrupto, ya que en muchos casos es alguien que tiene un cargo administrativo 

superior con poder de decisión sobre la persona que puede denunciar, por eso es 

más probable que los entes externos denuncien e inicien el proceso de 

responsabilidad fiscal con más frecuencia.  
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En cuanto a la lucha contra la corrupción el gobierno ha creado grupos que 

atacan directamente este flagelo, desde la prevención, diseñando políticas para la 

transparencia y coordinar su implementación, como la secretaria de transparencia que 

trabaja directamente para la Presidencia de la República, creada mediante el Decreto 

4637 del 9 de diciembre de 2011, hace parte del Departamento Administrativo de la 

Presidencia, con el propósito de apoyar al presidente en la lucha anticorrupción de 

acuerdo con la legislación existente, partiendo de la Constitución Política Nacional.  

 

Algunos de los casos de corrupción más sonados en los últimos años son 

mencionados en el segundo informe de la Comisión Nacional Ciudadana para la Lucha 

Contra la Corrupción, primero se relaciona el llamado “Carrusel de la Contratación” en el 

que se involucraron servidores públicos de todo nivel, incluyendo al alcalde de Bogotá 

de esa vigencia, concejales y otros servidores públicos que se confabularon con 

contratistas privados para delinquir, causando detrimento patrimonial que afecta a la 

comunidad bogotana, con un retraso de años en el desarrollo de la parte estructural de 

la ciudad,  y aunque los responsables están siendo procesados, a la fecha no se han 

logrado penalizar con condena a muchos de los involucrados. Otros casos que se 

pueden referenciar son lo ocurrido con Interbolsa, agro ingreso seguro, empresa de 

energía de Pereira, vía Bogotá Girardot, así como otros relacionados con empresas 

prestadoras de salud, por ejemplo, Saludcoop, Coomeva, Caprecom y Foncolpuertos por 

mencionar algunos de los más recordados. 

 

Vimos algunos de los casos más sonados en los medios de comunicación que 

se relacionan con los más importantes procesos penales en contra de funcionarios 

responsables de diferentes delitos contra la administración pública, así llegamos a 

pensar como espectadores, ¿Por qué se tarda tanto la contraloría en poner a 

disposición de las autoridades competentes a quienes deben ser objeto de 

responsabilidad fiscal de sus acciones? Se podría usar el potencial de la contraloría, 

teniendo en cuenta que como entidad tiene la faculta de contratar a profesionales 

calificados en diferentes áreas que pueden auditar todo el proceso de gestión. 
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Es posible que la corrupción se haya reducido por la implementación de sistemas 

de gestión de calidad y la modernización del sistema de control interno, en lo que 

concierne a la Contraloría que es la entidad que tiene como función el control fiscal, no 

ha sido posible verificar el impacto de su accionar para reducir la corrupción en las 

entidades públicas, pero seguirá una lucha en los tribunales contra los corruptos por 

castigarlos con la pena correspondiente a su delito, aunque hay poca probabilidad de 

restitución de los recursos comprometidos en las acciones delincuenciales. 

 

De acuerdo con lo anterior se identifican dos factores importantes que reducen la 

efectividad de la lucha contra la corrupción relacionadas fundamentalmente con el 

sistema judicial: el primero es que la administración de justicia no ha dado resultados en 

estos casos, el segundo es que las penas para los delitos de cuello blanco en Colombia 

son muy flexibles, por los tiempos de condena que son exageradamente reducidos, 

además los acuerdos que pueden hacer quienes están involucrados para conseguir 

rebajas de penas y que en algunos de estos casos no se hace reparación a las víctimas 

de estos delitos, solo se impone una pena que se acorta en el transcurso del proceso 

penal. 

 

Estas situaciones afectan la imagen y credibilidad de la institucionalidad pública 

del país, porque se le da continuidad a la corrupción y no solo es poner en conocimiento 

el caso e imputar la responsabilidad fiscal ante la autoridad judicial, también la otra parte 

del problema es que existe la percepción de que los casos de corrupción así sean 

denunciados quedan en la impunidad y no se logra una reparación satisfactoria para los 

afectados. 

 

A la contraloría sin la parte preventiva, se le dificulta contribuir con la reducción 

de la corrupción en entidades públicas, porque no hay llamados de atención que 

frenen el pensamiento y la intención criminal en un momento cercano a cuando se 

pueda ejecutar, entonces ese espacio de tiempo le da lugar al delincuente de 

prepararse durante aproximadamente un año para un enfrentamiento con la justicia, 

buscando justificaciones para ganar en un proceso corrupto. 
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Se debe actuar contra la corrupción que se está convirtiendo en un problema 

importante de cultura al interior de las instituciones, porque el control interno puede ser 

manipulado por la misma institución para permitir reducir la importancia a hechos de 

corrupción y hasta hacerlos imperceptibles, por otro lado la veeduría ciudadana necesita 

participar más activamente en el seguimiento de la ejecución del presupuesto en los 

procedimientos contractuales para mejorar la gestión, reforzando la lucha contra la 

corrupción para que sea efectiva y se reduzcan los indicadores de responsabilidad fiscal 

que genera la Contraloría. 

 

También es importante, generar espacios de capacitación y reflexión donde se 

explique a los empleados de cada uno de los cargos que se encuentran en las entidades 

públicas, que su función es laborar, aportar sus conocimientos y experiencia para el bien 

de un país y no para cometer delitos, como por ejemplo concierto para delinquir, tráfico 

de influencias, prevaricato, peculado, cohecho, entre otros. 

 

La lucha contra la corrupción en Colombia, se ha convertido en una guerra 

complicada en la que el corrupto tiene mucha ventaja inicial para realizar sus actividades 

ilícitas y las entidades que pueden hacer seguimiento con los mecanismos de control, no 

cumplen satisfactoriamente su función porque es una de sus funciones secundarias o 

terciarias, posteriormente cuando llega la Contraloría, que es la entidad con el recurso 

humano capacitado para aclarar la responsabilidad fiscal, ya es demasiado tarde porque 

el daño ya está hecho. 

 

Existen actualmente muchas entidades que aunque no tienen funciones de control 

fiscal pueden ayudar a mejorar la gestión en este campo, pero están dispersos y 

consiguen diferentes resultados, muestran informes de forma independiente de acuerdo 

a su propio trabajo, lo que genera que las conclusiones sean diferentes, así también, la 

falta de cobertura de personal en las distintas instituciones de control fiscal es un 

inconveniente, porque deben realizar auditorías a nivel nacional y se reduce la 

efectividad en los resultados en la lucha contra la corrupción. 



25 

 

 

Claro, hay otros mecanismos y sistemas complementarios al control fiscal de la 

contraloría con funciones de seguimiento y auditoria que los incluye en la lucha contra la 

corrupción, comprometiéndolos a buscar posibles falencias en los procedimientos 

administrativos que derivan en delitos y otros procederes que por malas decisiones o 

errores pueden parecer corrupción afectando la correcta ejecución financiera.  

 

Las dos circunstancias ocasionan daño al patrimonio público y el punto importante 

es que las personas o entidades pueden denunciar estos casos de corrupción o malos 

manejos administrativos y contribuir con pruebas para iniciar diferentes procesos a que 

haya lugar (disciplinario o administrativo) al interior de la entidad pública y procesos 

penales en caso que lo amerite. 

 

En la parte precontractual y contractual la función inicial para hacer 

seguimiento es de las veedurías, que a partir de la participación ciudadana ejercen 

vigilancia y control sobre la gestión pública, las decisiones administrativas y en 

algunos casos trabajar de forma correctiva para mejorar la gestión en las entidades 

públicas, las veedurías trabajan de acuerdo a la proximidad geográfica de las 

entidades que tienen ordenador del gasto, buscan mejorar la gestión fiscal de las 

entidades públicas, se encuentran en la primera línea en la lucha contra la corrupción 

aplicando los programas y proyectos necesarios para mejorar la transparencia en los 

procesos de contratación de las instituciones públicas, aquí el talento humano se 

compone del integrantes de la comunidad y la parte académica para poder ejercer un 

control social. 

 

El segundo actor que puede hacer la diferencia en la lucha contra la corrupción 

se encuentra al interior de todas las empresas públicas, es el grupo que aplica el 

sistema de control interno, encargado de verificar que los procesos y procedimientos 

se apliquen de acuerdo a los estándares de calidad que tienen estipulados en las 

políticas de la empresa, utilizando los recursos de manera eficiente, eficaz y efectiva 

con la finalidad de satisfacer al cliente interno y externo. En este caso, el talento 
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humano labora en la entidad y debe tener perfil de conocimientos técnicos, 

administrativos y procedimentales para poder realizar una revisión y dar una opinión 

acertada para mejorar los puntos débiles de la administración, mantener los controles 

que están funcionando bien y dar recomendaciones en caso que se requiera algún 

cambio necesario para la continuidad de las labores en la entidad. Aquí también se 

audita y se puede establecer como un punto de control, que combate la corrupción 

revisando la transparencia de las actuaciones de quienes integran la entidad.  

 

Las veedurías ciudadanas y el sistema de control interno pueden ayudar a 

reducir y limitar la corrupción, pero no tienen la función de control fiscal para 

determinar cuantitativamente cual fue el daño que sufrió la entidad y el estado por el 

delito cometido, estas entidades pueden hacer denuncias a las instancias 

competentes y la parte penal será aplicada, la condición requerida es que se 

relacionen en la denuncia las pruebas necesarias para que el proceso de 

responsabilidad fiscal sea aplicable.  

 

Cuando se crearon las diferentes entidades públicas les fue encomendada una 

misión específica y con la aplicación de los sistemas de gestión de calidad y sistemas 

de control interno que se impuso en las últimas décadas como estándar empresarial 

a nivel global, el estado espera obtener resultados en la administración del 

presupuesto asignado y aunque se han generado cambios importantes en la 

organización de las entidades, los corruptos continúan cometiendo delitos tomando 

ventaja de las modalidades de contratación como la directa y los pagos anticipados 

para obtener beneficios de forma inmediata. 

 

Después de ver todos los sistemas y mecanismos que están vigentes en relación 

al control fiscal, se puede pensar que existe un seguimiento suficiente para reducir la 

corrupción en las entidades públicas, el problema es que se trata de esfuerzos aislados 

porque no trabajan coordinadamente, reduciendo de forma significativa el impacto de su 

accionar en cuanto esta situación es aprovechada por quienes generan actos delictivos, 

porque son entidades que tratan información diferente de la gestión administrativa pero 
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ninguna hace coordinación del seguimiento durante todo el proceso, además no parece 

viable basarse en la confianza para permitir que se ejecute los recursos públicos de 

acuerdo a los índices de responsabilidad fiscal que muestra los cuadros 1, 2 y 3 de la 

Contraloría.  

 

Esta situación de confianza sobreestima el trabajo de todo el personal que integra 

la parte administrativa en las entidades públicas y los corruptos se alistan en diferentes 

flancos para no salir afectados en las investigaciones, o inclusive reduciendo la pena 

preparándose con expertos en derecho que desvían el caso o lo disminuyen y al final el 

corrupto saca un beneficio mayor a la pena impuesta, comúnmente por acuerdos que 

realizan con el ente acusador y otros beneficios que tiene aceptar los delitos cometidos 

de forma anticipada. 

 

Por todo lo detallado anteriormente, se considera viable realizar algunas 

propuestas de cambio, para dar nueva dirección a la forma de trabajar de las 

entidades con funciones de control fiscal: 

 

1. Realizar un plan de trabajo que tenga continuidad con la coordinación de 

esfuerzos de las diferentes entidades que tienen que ver con la revisión y 

verificación de los procedimientos, asumiendo la coordinación y concurrencia de 

esfuerzos como una fortaleza, con el seguimiento continuo de los procedimientos 

administrativos, se puede asegurar mejorar la gestión fiscal desde su inicio hasta 

su final, dándose la oportunidad de intervenir en cualquier momento para 

denunciar posibles delitos que se presenten y guiar a la administración para 

mejorar la gestión fiscal. 

  

2. Fortalecer los controles internos de las entidades, con expertos en materia 

administrativa en los diferentes campos que puedan realizar un seguimiento real, 

oportuno y continuo desde el origen de la parte presupuestal hasta su ejecución 

total, tomando como puntos de control cada etapa en la contratación, con el 

propósito de frenar la corrupción y evitar malos manejos de la parte fiscal en las 
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entidades públicas, encargándose de promover el uso de buenas prácticas, 

producto de las experiencias de los seguimientos realizados. 

 

Para que la segunda propuesta sea viable se pueden establecer las etapas de 

gestión fiscal en el área administrativa y financiera de las entidades, para que un 

experto por cada etapa pueda pasar revista periódicamente a los contratos que más 

presupuesto les sea asignado en un rango de salarios mínimos, sin importar la 

modalidad de contratación. El principal campo de acción está en la verificación del 

cumplimiento de la normatividad vigente en la materia, dando mejores resultados en 

lo que se refiere a la identificación y denuncia de casos de corrupción contribuyendo 

a la reducción de este flagelo. 

 

Como resultado, si se organizara un grupo especial en las entidades para 

combatir la corrupción fiscal, se podría mejorar la gestión fiscal a nivel general y si 

con esto se lograra reducir la corrupción, los recursos podrán llegar a quien realmente 

tiene la necesidad, también se disminuirían los casos que se llevan ante la justicia, 

generando al estado un importante ahorro de dinero en procesos penales, que puede 

ser destinado a otras necesidades prioritarias. 

 

De acuerdo con la información que aporta la Corporación Transparencia por 

Colombia, que desde la sociedad civil quiere liderar la lucha contra la corrupción, por 

medio de estudios para medir condiciones institucionales objetivas que favorecen la 

lucha contra la corrupción, a continuación, se observaran los resultados de transparencia 

a nivel internacional comparado con otros países, teniendo en cuenta que si la actuación 

de la Contraloría General de la Republica tuviera peso con sus funciones en la lucha 

contra la corrupción se vería reflejado en la tabla de resultados de transparencia 

internacional. 

 

Según los resultados de transparencia internacional, no se ha visto una mejoría 

importante en las acciones realizadas por las entidades públicas y la sociedad civil para 
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reducir o limitar la corrupción en Colombia, como puede verse en el cuadro que se 

muestra a continuación para hacer comparativos a nivel global: 

 

Año 

Puesto Colombia 

sobre países 

evaluados 

Calificación 

1998 79/85 2.2 

1999 72/99 2.9 

2000 60/90 3.2 

2001 50/91 3.8 

2002 57/102 3.6 

2003 59/133 3.7 

2004 60/145 3.8 

2005 55/158 4.0 

2006 59/163 3.9 

2007 68/180 3.8 

2008 70/180 3.8 

2009 75/180 3.7 

2010 76/178 3.5 

2011 80/182 3.4 

2012 94/176 3.6 

2013 94/177 3.6 

2014 94/175 3.7 

 

Con los años se han incrementado el número de países que se inscriben en 

transparencia internacional, aun así no ha mejorado la posición de Colombia en la tabla 

de resultados y en cuanto a la calificación el promedio de 17 años es de 3.5, valor que 

no es muy alentador. 

 

Esto significa que las medidas que se han tomado para luchar contra la corrupción 

además de entidades y grupos creados no han dado resultados, por el contrario solo se 
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han generado muchos puestos de trabajo que no tienen un direccionamiento adecuado, 

ni cuentan con herramientas para cumplir satisfactoriamente con la misión de reducir la 

corrupción. 

 

A nivel global no estamos bien posicionados, pero se ve que es un problema 

cultural y de valores en Colombia, porque la cultura del dinero fácil cambia el cauce de 

los recursos que deben ser entregados a su destinación de acuerdo a la normatividad 

para el bien de la comunidad. 

 

Después de nuestra investigación nos da curiosidad la respuesta a la pregunta: 

¿El control fiscal ha sido insuficiente para controlar las entidades del estado y para 

anticipar los efectos de la corrupción?, parece que están desenfocados o mal 

encaminados los esfuerzos que se han generado para luchar contra la corrupción, 

está tomando las características de una enfermedad como la gripe que inicia simple 

y por el descuido empieza a desarrollarse una enfermedad más fuerte que puede 

dejar a nuestro paciente en condiciones deplorables de las que posiblemente no se 

recupere completamente nunca.  

 

La cultura de nuestra gente, en la que el más astuto y malicioso utiliza su 

potencial para obtener todos los recursos para sí mismo, es la que hay que cambiar 

y lograr direccionarla para proteger a toda la comunidad a partir de la educación, 

generando una cultura con costumbres basadas en los valores y principios humanos. 

 

Por ahora son insuficientes los controles para reducir la corrupción fiscal, pero 

esperemos que esto sea tomado como una oportunidad para mejorar la gestión fiscal 

en las entidades públicas y se continúe trabajando en fortalecer los puntos débiles 

además de los difíciles de manejar, para que el control fiscal cumpla con su misión y 

los recursos del estado sean destinados en lo establecido por la ley y no en procesos 

judiciales que desequilibren la destinación fiscal y el desarrollo conjunto como nación.  
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Siempre nos queda la esperanza de la resiliencia para continuar con la 

planificación de nuestro futuro fiscal en Colombia, es una oportunidad de estudio y de 

superación, que si logra buenos resultados mejorara la vida de muchos compatriotas, 

tanto a nivel ético y moral como en la efectividad del uso de los recursos públicos.  
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CONCLUSIONES 

 

La Contraloría General de la República no ha sido efectiva en la reducción de 

la corrupción, sin embargo, se evidencia que ha incrementado su lucha contra la 

corrupción, los resultados estadísticos comparativos de los últimos 8 años muestran 

que se generaron más procesos de responsabilidad fiscal, lo que indica que en las 

entidades públicas no ha sido posible reducir la corrupción. 

 

Le hacen falta funciones preventivas a la Contraloría General de la Republica 

para poder actuar efectivamente contra la corrupción. 

 

Las entidades públicas y los mecanismos de auditoria no se coordinan para 

establecer una estadística cuantitativa que se acerque a la realidad de la lucha contra 

la corrupción. 

 

Los correctivos que se esperan penalmente desgastan el personal e 

incrementan el trabajo en la parte judicial, generando gastos para el estado. 

 

El sistema de control interno al interior de las entidades públicas no tiene 

funciones de control fiscal como la Contraloría General de la Republica, este se 

encamina a otros objetivos, sin embargo su actuación es importante como medio de 

disuasión para frenar las acciones de los corruptos. 

 

Las veedurías ciudadanas necesitan más fortaleza para cumplir con las 

labores de seguimiento a los procesos contractuales, su aporte es muy bajo 

comparado con sus funciones. 
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Se puede proponer cambios para algunas de las funciones de la Contraloría o 

inclusive crear una entidad que se encargue de hacer un seguimiento permanente de 

forma preventiva y correctiva para reducir efectivamente la corrupción. 

 

El trabajo conjunto de las entidades que pueden realizar auditorías a las 

entidades públicas, puede tener mejores resultados en cuanto a la reducción de la 

corrupción. 

 

Se debe seleccionar bien al personal que labora en las entidades públicas y 

fomentar la práctica de los principios y valores humanos constantemente para evitar 

la contaminación con malos hábitos, como lo es la corrupción.  
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